JURISPRUDENCIA

Procedimiento tributario. Defraudación. Presunciones. Acreditación de dolo. DD.JJ. inexactas. Omisión de ventas de bienes de uso. Sanciones. Riart Hnos. S.H. de Jaime y Alfredo E. Riart c/D.G.I., C.N.C.A., Sala IV, 21/8/07.

VISTOS: estos autos caratulados: “Riart Hnos. SH de Jaime y Alfredo E. Riart (T.F. 24.739-I) c/D.G.I.”, venidos en recurso del Tribunal Fiscal; y

CONSIDERANDO:

I. Que el organismo jurisdiccional desestimó la nulidad articulada por la actora y confirmó la resolución de la A.F.I.P.-D.G.I. apelada en autos por la que se le había aplicado una multa de veinte mil ciento cinco con noventa y siete ($ 20.105,97) en el impuesto al valor agregado con sustento en lo dispuesto por los arts. 46 y 47, incs. a) y c), de la Ley 11.683.

Para así resolver sostuvo el “a quo” que no resultaba necesaria la construcción de una estructura defraudatoria para entender que el contribuyente había actuado con dolo, sino que bastaba que se configurasen algunos de los supuestos establecidos en el art. 47 para que operara la presunción “iuris tantum”. Consideró que con relación a las DD.JJ. del 1998 se observaba una grave contradicción respecto de los libros respectivos provocando una grave incidencia negativa sobre la determinación de la materia imponible.

II. Que a fs. 70 y 73/82 la actora dedujo y fundó su recurso de apelación ante esta Cámara y a fs. 84/87 vta. obra la contestación de agravios del Fisco nacional.

Sostiene la actora que al advertir diferencias de impuesto declaradas, rectificó las posiciones fiscales sin que ello hubiese implicado aceptar que cometió una infracción y mucho menos una defraudación fiscal. Agrega que lo hizo con anterioridad a recibir cualquier notificación fehaciente del organismo fiscal por lo que su regularización debe considerarse espontánea.

Afirma que la sola circunstancia de existir diferencias entre las declaraciones originarias y rectificativas no autoriza a tener por configurado el dolo, sino que las diferencias debieron haber sido originadas en una maniobra tendiente a defraudar al Fisco, lo cual no ha sido probado en autos.

III. Que de acuerdo con los términos en que está planteada la “litis” corresponde resolver si la conducta de la actora está contemplada en el art. 46 y en los incs. a) y c) del art. 47 de la Ley 11.683, (t.o. en 1998).

Por la primera de las normas citadas se sanciona a quien mediante declaraciones engañosas u ocultación maliciosa perjudicare al Fisco con liquidaciones de impuestos que no correspondan a la realidad. A su vez, por el art. 47 se establece la presunción de existencia de la voluntad de producir esos actos, entre otras, cuando medie una grave contradicción entre los libros, registraciones, documentos y demás antecedentes correlativos con los datos que surjan de las DD.JJ. o con los que deban aportarse en la oportunidad a que se refiere el último párrafo del art. 11 –inc. a)– o cuando la inexactitud de las DD.JJ. o de los elementos que deban servirles de base proviniese de una manifiesta disconformidad con las normas legales y reglamentarias que fueran aplicables al caso –inc. c)–.

V. Que la defraudación fiscal se configura, entonces, con la comisión de un artificio, de un engaño, de una conducta dirigida a evadir el tributo y evitar las consecuencias sancionatorias (conf. esta Sala, 15/10/98, “Alonso Mario Oscar”; Sala II, 25/10/94, “San Justo S.A.”, L.L. 1995-B, pág. 144; Sala V, 29/3/99, “Batello Tarcisio L.”, L.L. 1999-E, pág. 802; y 8/2/99, “Casino del Litoral c/D.G.I.”).

Así como la omisión de pago de impuestos –presupuesto de hecho descripto en el art. 45 de la ley de procedimiento– es una figura cuyo elemento intencional surge del acaecimiento de hecho mismo –por presumirse la existencia, al menos, de negligencia en la presentación de las DD.JJ.–, en la figura de la defraudación la intención dolosa ha de ser probada por la administración. La pretendida presunción de dolo en las infracciones tributarias que alega la representación fiscal ha de ser desechada, sin más, por ser contraria a elementales principios constitucionales de presunción de inocencia en materia penal.

Ello no obsta a que, sin embargo, la necesidad de una efectiva defensa del erario fiscal justifique que el legislador arbitre una serie de hechos que –razonablemente elegidos– permitan inferir la existencia de una conducta dolosa merecedora de una sanción más grave, sin perjuicio del reconocimiento del derecho del contribuyente de desplegar todos los medios de defensa para destruir esa presunción.

VI. Que la existencia de dicha conducta comprensiva del elemento intencional puede considerarse probada en autos si se atiende a que la actora omitió incluir en sus DD.JJ. las ventas de bienes rurales (bienes de uso) y de bienes de cambio realizadas en el período fiscal cuestionado, no resultando atendible la simple alegación respecto de que no tuvo intención de defraudar al Fisco, puesto que de no haber sido fiscalizado, probablemente jamás las hubiera rectificado. Cabe señalar, además, que la apelante conformó el criterio de la inspección presentando las DD.JJ. correspondientes, reconociendo de esa forma el acierto de la impugnación fiscal respecto de la existencia de operaciones gravadas en los periodos discutidos en autos. La conducta adoptada por ella encuadra entonces claramente en lo previsto en el inc. a) del art. 47 de la Ley 11.683.

Por lo expuesto se confirma la sentencia apelada. Costas a la vencida (art. 68 del Código Procesal).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Dres. Alejandro Juan Uslenghi; Luis César Otero; Guillermo Pablo Galli.

